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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0031 

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veintitrés (23) días del mes de abril del año dos mil nueve (2009), siendo las diez de la mañana (10:00 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora LUZ STELLA MOSQUERA FLOREZ en contra de el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 29 de octubre  de 2008 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar en favor de la menor DIANA CAROLINA CASTRO MOSQUERA, representada legalmente por su madre la señora LUZ STELLA MOSQUERA FLÓREZ, el derecho a la pensión de sobreviviente con pago retroactivo de las mesadas correspondientes desde la fecha del fallecimiento del señor BLAS ANTONIO CASTRO GONZÁLEZ – 11 de febrero de 1992-, incluyendo las mesadas adicionales de junio y diciembre, con la correspondiente indexación e intereses moratorios.

          Finalmente solicita que se condene en costas a la parte demandada.
2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Que el señor Blas Antonio Castro González, tenía la calidad de pensionado por el Instituto de Seguros Sociales y falleció el 11 de febrero de 1992.

Que el fallecido BLAS ANTONIO CASTRO GONZÁLEZ convivió durante varios años con la señora Luz Estella Mosquera Flórez, de cuya unión nació la menor DIANA CAROLINA CASTRO MOSQUERA. 

Manifiesta la demandante que actuando en representación de su hija Diana Carolina Castro, el día 18 de agosto de 2006 presentó ante el Instituto de los Seguros Sociales solicitud para el reconocimiento de la pensión de sobreviviente a que tiene derecho la menor en su calidad de hija del pensionado; que transcurridos mas 4 meses sin obtener respuesta interpuso Acción de Tutela contra la entidad para que se pronunciara frente a la solicitud; el 01 de febrero de 2007, el Juzgado Tercero Laboral de Pereira tuteló el derecho de la accionante, ordenando a la entidad dar respuesta a la solicitud en el término de 48 horas, en cumplimiento de dicho fallo la entidad mediante comunicado del 01 de febrero de 2007, solicitó a la demandante Sentencia en Proceso de Impugnación de Paternidad por encontrarse casada y con sociedad conyugal vigente, al momento del nacimiento de su hija, por lo que la menor ha de presumirse de su esposo y no del señor Castro González.
Aduce la señora Luz Stella Mosquera que desde 11 de enero de 1994 está divorciada y con sociedad conyugal en estado de liquidación, como consta en sentencia de divorcio proferida por el Juzgado Promiscuo de Familia de Pereira, y que la presunción de paternidad se aplica únicamente para el caso en que el padre no quiera reconocer a su hijo, caso en el cual puede ser registrado conforme a la ley por el cónyuge de la madre.

Por último expresa que la menor es beneficiaria de la prestación invocada y acredita los requisitos exigidos por la ley, por lo que no existe motivo para negarle el reconocimiento de la pensión.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite la mayoría de los hechos expuestos en la demanda, y manifiesta que no le constan los hechos de los cuales no existen documentos en el expediente administrativo y que no es cierto que se vulnere los derechos de la demandante, pues lo que se quiere con los documentos solicitados es tener certeza del derecho que le asiste. Se opuso a las pretensiones de la demanda y excepcionó como previa la “FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO”, y como perentorias las de “PRESCRIPCIÓN”, “INEXISTENCIA DE MORA EN EL PAGO DE LA PENSIÓN”, y “GENÉRICAS”.

Dentro del mismo término, presentó escrito de llamamiento en garantía para vincular al proceso a la señora ADIELA TABARES DE CASTRO, quien fuera la cónyuge sobreviviente del fallecido BLAS ANTONIO CASTRO y beneficiaria de la pensión de sobreviviente. 

Prosperó la excepción previa de “FALTA DE INTEGRACIÓN DE LITISCONSORCIO NECESARIO” por lo que se ordenó la vinculación de la señora ADIELA TABARES DE CASTRO, que una vez notificada de la existencia del proceso, dio respuesta a la demanda manifestando que los hechos de la demanda no le constan o no son ciertos.
III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES y a la señora ADIELA TABARES DE CASTRO de todas las pretensiones de la demanda, y condenó en costas en un 100% a la parte demandante.  

El fundamento de su decisión se basó en las pruebas allegadas al proceso, de las cuales se desprende que no le asiste a la demandante ninguno de los derechos invocados, toda vez que “ni siquiera se solicitó prueba testimonial ni documental con la cual se probara la dependencia económica legalmente exigida, recayendo la carga de la prueba en quien alega el derecho”, mas aún habiendo tardado más de 16 años para reclamarlo. 

IV. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que el único requisito que exigía la ley aplicable en el momento en que falleció el afiliado, respecto de los menores de edad solamente exige “el parentesco de descendencia con el causante”, parentesco que quedó demostrado con el registro civil de nacimiento de la menor, sin necesidad de demostrar dependencia económica frente al causante.

Por último expresa que a la fecha del fallecimiento del señor Castro González, la demandante tenía dos años de edad, por lo que era incapaz absoluta según el artículo 1502 del Código Civil, razón por la cual le es aplicable el artículo 2530 ibidem, que estipuló la suspensión de los términos de prescripción a favor de los incapaces. 

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Es obligación de los menores de edad, además de acreditar parentesco, demostrar dependencia económica respecto del ascendiente fallecido, para acceder a la pensión de sobrevivientes?


Como se advirtió, el debate en Sede de instancia se circunscribe a verificar si la pensión de sobrevivientes está condicionada a que se demuestre además del parentesco entre un hijo menor de edad que reclama el derecho pensional, dependencia económica respecto del fallecido.


Pues bien, como el deceso del señor Castro González ocurrió el 11 de febrero de 1992, la legislación aplicable es el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, que en el Capitulo V, regula lo atinente a la pensión de sobrevivientes y en relación a los beneficiaros, establece: 

“ARTÍCULO 27. BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES POR MUERTE POR RIESGO COMUN. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes por riesgo común, los siguientes derecho habientes:

1. En forma vitalicia, el cónyuge sobreviviente y, a falta de éste, el compañero o la compañera permanente del asegurado.

(…) 
2. Los hijos legítimos, naturales y adoptivos menores de 18 años, los inválidos de cualquier edad, los incapacitados por razón de sus estudios, siempre que dependan económicamente del asegurado y mientras subsistan las condiciones de minoría de edad, invalidez y los estudiantes aprueben el respectivo período escolar y no cambien o inicien nueva carrera o profesión por razones distintas de salud. La invalidez será calificada por los médicos laborales del Instituto.

(…)”.

La norma anteriormente transcrita es clara en determinar quienes son los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, así como de establecer los requisitos que los mismos deben acreditar; y se observa de acuerdo a la redacción allí empleada que los hijos menores de edad del pensionado que fallece, solamente tienen la carga de probar que aún ostentan la minoría de edad, carga con la cual cumplió con suficiencia la demandante, pues en el infolio obra copia del registro civil de nacimiento (fl. 11) y de la tarjeta de identidad (fl. 10), documentos en los que se puede corroborar la fecha exacta en que aquel acaeció (fl. 11) y con base en ellos determinar la edad actual de la demandante. 

Por lo visto, el requisito de la dependencia económica que exigió la juzgadora de primera instancia sólo se predica respecto de los hijos “incapacitados por razón de sus estudios”, cuando sean los llamados a disfrutar de la pensión de sobrevivientes – que no es de lo que se trata en el presente asunto-, pero nunca se exige respecto de los hijos menores de edad, porque basta que se acredite la calidad de hijo del causante y minoría de edad para acceder a la pensión de sobrevivientes, por lo tanto, se reitera, no es aplicable al caso de marras la exigencia de la dependencia económica de la menor Diana Carolina Castro, además porque respecto de los menores de edad la dependencia económica se presume – máxime cuando existen prohibiciones y restricciones al trabajo de los menores de edad-, salvo prueba en contrario, que sea de paso manifestar en el plenario no existe. 

Conforme a lo hasta aquí enunciado, tenemos que existe el derecho a la pensión de sobrevivientes a favor de la señorita Diana Carolina Castro, toda vez que cumplió con la carga probatoria de demostrar el único requisito que le exige la ley, cual era la calidad de hija del causante Castro González, en este orden de ideas, no queda más que acoger los fundamentos del recurso de apelación interpuesto contra la providencia del 29 de octubre de 2008, en el sentido de la no exigencia de dependencia económica,  y consecuente con ello, declarar que le asiste el derecho a la pensión de sobrevivientes de su padre Blas Antonio Castro González.

Dilucidado lo anterior, se procederá a determinar el momento a partir del cual habrá de reconocerse ese derecho pensional y hasta que fecha, toda vez que en el decurso del proceso la menor Diana Carolina Castro Mosquera alcanzó la mayoría de edad, circunstancia que hace desaparecer el derecho a la sustitución pensional al modificarse su situación de debilidad o desamparo. 

Ahora bien, teniendo en cuenta que la entidad demandada propuso de manera oportuna la excepción de prescripción y la respectiva reclamación fue realizada por la demandante el día 18 de agosto de 2006 (fl. 18), el fenómeno prescriptivo afectará las mesadas pensionales causadas con anterioridad al 18 de agosto de 2003, por lo tanto la pensión se reconocerá a favor de Diana Carolina Castro Mosquera a partir de la última fecha mencionada y hasta el día 20 de Febrero de 2008, fecha en la cual cumplió los 18 años de edad, esto es, alcanzó la mayoría de edad. 

Aunque en el recurso de apelación el representante judicial de la demandante manifiesta en relación con la prescripción que como la demandante al momento del fallecimiento del señor Blas Antonio Castro, era una persona incapaz absoluta, debe aplicarse la suspensión de los términos de prescripción, de conformidad con los artículos 1502 y 2530 del Código Civil. 

Para zanjar cualquier duda al respecto se analizará el asunto de la suspensión de los términos prescriptivos en relación con los menores de edad, para lo cual es necesario acudir al Código Civil, que establece lo siguiente:
“ARTICULO 2530. SUSPENCION DE LA PRESCRIPCION ORDINARIA:

La prescripción ordinaria puede suspenderse sin extinguirse; en ese caso, cesando la causa de la suspensión, se le cuenta al poseedor el tiempo anterior a ella, si alguno hubo.

 

La prescripción se suspende a favor de los incapaces y, en general, de quienes se encuentran bajo tutela o curaduría.

 

Se suspende la prescripción entre el heredero beneficiario y la herencia.

 

Igualmente se suspende entre quienes administran patrimonios ajenos como tutores, curadores, albaceas o representantes de personas jurídicas, y los titulares de aquellos.

 

No se contará el tiempo de prescripción en contra de quien se encuentre en imposibilidad absoluta de hacer valer su derecho, mientras dicha imposibilidad subsista” (Negrillas para resaltar).
Por su parte, el artículo 1504 ibidem, expresa.

“ARTICULO 1504. INCAPACIDAD ABSOLUTA Y RELATIVA:

Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y sordomudos, que no pueden darse a entender”. (negrillas para resaltar).

Y el artículo 34 de la misma obra, consagra:

“ARTICULO 34. PALABRAS RELACIONADAS CON LA EDAD:
Llámase infante o niño, todo el que no ha cumplido siete años; impúber, el varón que no ha cumplido catorce años y la mujer que no ha cumplido doce; adulto, el que ha dejado de ser impúber; mayor de edad, o simplemente mayor, el que ha cumplido 18 años, y menor de edad, o simplemente menor, el que no ha llegado a cumplirlos. 

(…)”.
Pese a que la norma anterior fue modificada por la Corte Constitucional mediante Sentencia C - 534 del 24 de mayo de 2005, en la que se establece una sola edad para niños y niñas (14 años), se aplica al presente caso en su redacción original porque estaba vigente para el momento de los hechos. En efecto, cuando la menor cumplió 12 años de edad el 20 de febrero de 2002, estaba vigente el artículo 34 del Código Civil en su versión original, de manera que a partir de esa calenda, perdió la menor la prerrogativa de la suspensión de la prescripción y en cambio comenzó a correr el término trienal para la respectiva solicitud de la pensión de sobrevivientes, término que finiquitaba el 20 de febrero de 2005, fecha para la cual todavía estaba vigente el artículo 34 porque sólo vino a ser modificado el 24 de mayo de 2005.  

 Bajo el entendido anterior, del contenido de las normas anteriormente transcritas, se colige sin necesidad de realizar mayores elucubraciones que el término de prescripción puede suspenderse cuando se trate de impúberes hasta que dicha circunstancia subsista, esto es hasta que quien pretenda beneficiarse de dicha gracia, cumpla doce años si es mujer – como en el presente caso-, o catorce años en el caso de hombres, día a partir del cual empieza a computarse nuevamente el término prescriptivo.

Así las cosas, si Diana Carolina Castro, nació el 20 de febrero de 1990 (fl. 11), la calidad de impúber la ostentó hasta el día 20 de febrero de 2002, fecha en la cual pasó a ser adulta (Art. 34 C.C.) y hasta la cual podía beneficiarse de la suspensión de la prescripción, pero se observa que solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes sólo hasta el 18 de agosto de 2006 (fl. 18), esto es, transcurridos más de cuatro años desde la fecha limite en que podía hacer uso de ese derecho para evitar la prescripción de las mesadas pensionales causadas dentro del periodo en que ostentó la calidad de impúber.
Por lo visto, no hay lugar a acoger los planteamientos esgrimidos en relación a la suspensión de la prescripción, porque de todas maneras la reclamación no se efectuó con sujeción a la norma invocada – artículo 2530 del Código Civil-.
3. Conclusión:

Se concluye de todo lo antedicho que hay lugar a revocar la sentencia de primer grado y en su lugar condenar al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar a favor de Diana Carolina Castro Mosquera la pensión de sobrevivientes a que tiene derecho al ostentar la calidad de hija del pensionado fallecido Blas Antonio Castro González, en la cuantía que la ley dispone y durante el periodo aquí determinado, sin perjuicio de repetir contra la señora Adiela Tabares de Castro, cónyuge del causante y que disfruta de la pensión de sobrevivientes según la Resolución N° 01482 de 1992 (fl. 45).


Respecto del reconocimiento de  los intereses moratorios deprecados, ha de tenerse en cuenta lo siguiente: 


Si bien es cierto el artículo 9 del Decreto 656 de 1.994 contiene un término de cuatro meses para resolver solicitudes pensionales, no lo es menos que la Ley 700 establece un término mayor para resolver sobre las correspondientes mesadas pensionales, pero uno menor para el caso específico de la solicitud de pensión de sobrevivientes.


Al tenor de la Ley 717 de 2.001, por medio del cual se establecen términos para el reconocimiento de las pensiones de sobrevivientes:

“El reconocimiento al derecho a la pensión de sobrevivientes por parte  de la entidad de Previsión Social correspondiente, deberá efectuarse a más tardar dos (2) meses después de radicada la solicitud por el peticionario,  con la correspondiente documentación que acredite su derecho." 


Sin embargo dicha legislación no consagra en ninguno de sus apartes término dentro del cual deba realizarse el pago efectivo, que es lo que comúnmente se denomina “inclusión en nómina de pensionados.


Es por ello, que debe acudirse a otras normas y de esta manera llenar el vació de la Ley 717 de 2001, particularmente ha de mencionarse que el artículo 33 de la Ley 100 de 1.993, modificado por el 9° de la Ley 797 de 2.003, establece lo siguiente:

“…Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no superior a cuatro (4) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho. Los fondos no podrán aducir que las diferentes cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte…”. 


Por su parte, refiriéndose al pago efectivo de las mesadas pensionales, indica el artículo 4° de la Ley 700 de 2.001:

“...A partir de la vigencia de la presente ley, los operadores públicos del sistema general de pensiones y cesantías que tengan a su cargo el reconocimiento del derecho pensional, tendrán un plazo no mayor de seis (6) meses a partir del momento en que se eleve la solicitud de reconocimiento por parte del Interesado para adelantar los trámites necesarios tendientes al pago de las mesadas correspondientes”.

O sea que, tratándose del reconocimiento y pago de las pensiones de vejez, los fondos de pensiones cuentan con 4 meses, después de solicitada la prestación, para decidir acerca del derecho reclamado y 2 meses más para realizar el pago efectivo, que es lo que comúnmente se denomina “inclusión en nómina de pensionados”.


Sin embargo, para el caso concreto de la pensión de sobrevivientes y por así definirlo el artículo 1° de la Ley 717 de 2001, el primero de los términos se reduce a la mitad, lo que quiere decir que el fondo cuenta con cuatro meses para realizar el pago efectivo de la pensión, esto es, cuentan con dos meses para decidir lo reclamado y otros dos meses para incluir en nomina al solicitante.


Así que si la petición de reconocimiento de pensión de sobrevivientes presentada por la demandante se radicó ante el Instituto de Seguros Sociales, el día 18 de agosto de 2006, por lo tanto, a partir de dicha fecha se empieza a contar el término legal de 2 meses del cual disponía el Instituto de Seguros Sociales para resolver sobre la petición, concluyéndose que dicho plazo se cumplió el 18 de octubre de 2.006; restaba al Instituto de Seguros Sociales incluir en nómina al nuevo pensionado, para lo cual contaba con 2 meses más, tal como lo indica el artículo 4° de la Ley 700 de 2.001; o sea que, a más tardar el 18 de diciembre de 2.006 debía haberse empezado a pagar la prestación a Diana Carolina Castro y como ello no ha ocurrido, es claro que el derecho a los intereses moratorios se hizo exigible a partir del 19 de diciembre de 2006, por lo que serán reconocidos en los términos del artículo 141 de la Ley 100 de 1993.
Toda vez que se accedió al reconocimiento de intereses moratorios no habrá lugar a la indexación de las condenas impuestas.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida el 29 de octubre de 2008, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora LUZ ESTELLA MOSQUERA FLÓREZ en representación de su hija DIANA CAROLINA CASTRO MOSQUERA, contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

SEGUNDO.- Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar en favor de DIANA CAROLINA CASTRO MOSQUERA la pensión de sobrevivientes en la cuantía que corresponda, por las mesadas que se causaron durante el período comprendido entre el 18 de agosto de 2003 y el 20 de febrero de 2008, sin perjuicio de repetir contra la señora Adiela Tabares de Castro, por los valores que deba reconocer a DIANA CAROLINA CASTRO. 

TERCERO.- DECLARAR la PRESCRIPCIÓN de los derechos causados con anterioridad al 18 de agosto de 2003, por las razones expuestas en la parte considerativa de esta providencia.
CUARTO.- CONDENAR al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES al reconocimiento y pago de los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

QUINTO.- CONDENAR en costas en primera y en segunda instancia al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a favor de DIANA CAROLINA CASTRO MOSQUERA. Por Secretaría liquídense.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
